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Por Indiana Guereño1

Introducción2

El proceso que culmina con el contundente fallo al que le dedicaré estas líneas fue grave e injusto. 
Términos que el Poder Judicial no suele utilizar cuando se juzga a sí mismo. Sin embargo, en esta 
oportunidad los usó. Grave por las irregularidades y garantías vulneradas, injusto porque detectarlas 
llevó más de una década.

No hablaré de “caso” en el sentido comúnmente conocido. Abstracto. Lejano. El proceso que llevó a 
Cristina Vázquez y Cecilia Rojas a permanecer privadas de su libertad por más de once y catorce años 
respectivamente, por un crimen que no cometieron, es un verdadero ejemplo. Muestra de lo que no 
debe hacerse. El paroxismo de las malas prácticas.3 Tanto es así que no fue necesario iniciar una nueva 
investigación para llegar a la absolución. Las pruebas estaban en el propio expediente, solo hacía falta

1	 Presidenta de la Asociación Pensamiento Penal. Profesora de Derecho Penal (UBA, UNDAV y UNPAZ).
2	 Este artículo fue escrito días antes que Cristina Vázquez fuera hallada sin vida, en su domicilio, el 26 de 

agosto de 2020. Con profundo dolor, a ella todo mi reconocimiento y admiración.
3	 En el Observatorio de la Asociación Pensamiento Penal (en adelante, “el Observatorio”), por prácticas del 

sistema penal entendemos a aquellos actos u omisiones que las personas operadoras del sistema penal lle-
van a cabo en su trabajo y que afectan, en forma positiva o negativa, directa o indirectamente, el goce de los 
derechos fundamentales que deben primar durante todo proceso penal. Las malas prácticas son aquellos 
actos u omisiones que obstaculizan el ejercicio pleno y efectivo de esos derechos. Consultar: http://www.
observatorioapp.org/el-proyecto/
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leerlo. También es una historia de lucha,4 una manera de concebir al derecho como acción. Una he-
rramienta que excede las meras formas sacramentales de los expedientes.

La historia

El 28 de julio de 2001 fue hallada sin vida, en su domicilio, la Sra. Erselida Lelia Dávalos. La mujer 
se encontraba inmersa en un charco de sangre y con golpes en distintas partes del cuerpo. La hora de 
la muerte se calcula aproximadamente entre la 1:00 y 2:00 de la madrugada de ese día, luego de dos 
o tres horas de agonía aproximadamente (según resultados de la autopsia), por lo que el ataque habría 
ocurrido entre las 21:00 y las 22:00 horas.

Cristina Vázquez era vecina de la víctima. A la hora del ataque se encontraba en Garupá, a ocho kiló-
metros de la ciudad de Posadas. Cecilia Rojas era amiga de Cristina Vázquez. Esa noche estaba en su 
casa junto a su niña. Como no estuvieron en la escena del crimen, no hay huellas, rastros, ni prueba 
científica alguna que demuestre su presencia en el lugar y mucho menos la autoría del hecho.

¿En qué se basaron para acusarlas? Un testigo, José Silva, dijo que vio pasar a Cristina Vázquez junto 
a otra joven por la puerta de la casa de la Sra. Dávalos. Declaró que las vio a la tardecita de la noche 
en la que se produjo el ataque. Ello fue interpretado como que ellas “marcaban” la casa. Sin embargo, 
la persona que acompañaba a Cristina Vázquez era Celeste García, una amiga suya. Con ella fueron a 
pasar la noche a su casa en Garupá, donde permanecieron allí hasta la noche siguiente. Tanto Celeste 
García como su padre declararon sobre la presencia de Cristina Vázquez en su hogar. Ello coincidía 
con lo declarado por Silva, cuando dijo que vio a pasar a Cristina Vázquez con Celeste García, luego 
de reconocerla en el pasillo del tribunal.

Además, la acusación se basó en que se trataba de alguien que la víctima conocía, ya que era muy 
celosa de su seguridad y las entradas a la casa no fueron forzadas. Como Cristina Vázquez era vecina, 
se asumió, sin evidencia alguna, que se conocían.

Por último, otra falacia: como en la casa de la víctima faltarían unas joyas, y las personas acusadas con-
sumirían estupefacientes, necesitarían dinero para proveérselos. Vale aclarar que las joyas nunca fueron 
secuestradas y la persona que dijo haberlas visto en manos de Ricardo Jara no declaró en el juicio.

A pesar de la falta de prueba, las acusaron. Es complejo sintetizar la teoría fáctica de la fiscalía, ya que 
es imprecisa y hasta contradictoria. No describe el rol que habría cumplido cada persona en el hecho, 
ni el grado de participación. Además, a Cristina Vázquez la acusan de haber “franqueado” la entrada 

4	 La libertad de Cristina Vázquez y Cecilia Rojas fue producto de un enorme trabajo colectivo. La estrategia 
no podía ser solo legal, por supuesto. Magda Hernández y Gabriela Cueto, amigas de Cristina Vázquez, en 
un acto de nobleza notable realizaron el documental Fragmentos de una amiga desconocida. No descansa-
ron hasta lograr justicia. A su vez, el Observatorio de la Asociación Pensamiento Penal trabajó arduamente 
en el análisis del expediente, la difusión de las irregularidades del proceso, la convocatoria a otras organi-
zaciones de derechos humanos, entre otras muchas acciones. A medida que la historia se hacía conocida, 
se fueron sumando personas y organizaciones. A todas ellas, en especial a Norita Cortiñas y Mario Alberto 
Juliano, motor y guía de la Asociación Pensamiento Penal, gracias, siempre.
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de otras personas a la casa de la víctima, aprovechándose de la confianza que tendrían por ser vecinas, 
pero luego, se afirma que la golpearon cuando ella la reconoció.

Otra cuestión a tener en cuenta es que se omitieron trabajar en otras hipótesis: no se investigó a la últi-
ma persona que estuvo con la víctima y se retiró de la casa a la hora en la que habría recibido el golpe.

A pesar de lo expuesto, el 20 de mayo del año 2010, el Tribunal en lo Penal Nº 1 de Posadas conde-
nó a Cristina Vázquez, Cecilia Rojas y Ricardo Jara a la pena de prisión perpetua,5 como coautores 
penalmente responsables del delito de homicidio calificado criminis causa (art. 80, inc. 7º C. P.). A 
Cristina Vázquez, además, se la condenó a abonar a la parte actora, sucesora de quien en vida fuera 
Erselida Lelia Dávalos, la suma de doscientos mil pesos ($200.000) en concepto de daño moral, con 
más gastos e intereses.

La sentencia condenatoria receptó la acusación sin cuestionamientos. Para suplir la falta de pruebas y 
la imprecisión de la hipótesis fáctica, el tribunal construyó la culpabilidad de las personas imputadas 
en base a prejuicios.6 En otras palabras, se las juzgó moralmente en lugar de valorar las pruebas cien-
tíficas y testimoniales que daban cuenta de su ajenidad con el hecho.

Los recursos

Contra dicha sentencia las defensas técnicas interpusieron recursos de casación. El Superior Tribunal 
de Justicia de Misiones (en adelante, STJ Misiones) confirmó, sin mayor análisis, la condena el 12 de 
julio de 2013. Contra ella, las defensas presentaron recursos extraordinarios que fueron denegados.

La defensa de Cecilia Rojas presentó un recurso de queja ante la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación (en adelante CSJN), que fue resuelto a su favor. En virtud de la doctrina “Casal”, se ordenó 
dejar sin efecto la sentencia dictada por el STJ Misiones y que se dictara un nuevo pronunciamiento.7

Cristina Vázquez no corrió la misma suerte. Su defensa omitió presentar el recurso de queja. Cuando 
desde el Observatorio de la Asociación Pensamiento Penal descubrimos el incumplimiento manifiesto 
de los estándares de debida diligencia en el ejercicio del derecho de defensa, comenzamos a intervenir 
inmediatamente. Ante ello, Cristina Vázquez presentó un recurso in pauperis en la CSJN. Luego, la 

5	 Ricardo Jara era pareja de Cecilia Rojas en ese momento. Su situación no fue analizada por la Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación porque la confirmación de la condena no fue recurrida. Se encuentra actual-
mente en libertad.

6	 En la sentencia condenatoria se utilizaron frases tales como tener un estilo de vida “promiscuo y marginal” 
(fs. 48), ser “adicta a la marihuana” (pág. 49); “tener como modo de vida cometer delitos contra la propie-
dad para obtener dinero a los fines de adquirir –entre otros- estupefacientes y, así, satisfacer sus adic-
ciones” (pág. 51); respecto de Cristina Vázquez, tener padres desinteresados (pág. 55) y ser “mentirosa” 
(pág. 70). De esta forma se construyó una imagen de culpabilidad de las personas imputadas, fomentando 
la creencia que se trataba de jóvenes capaces de cometer un homicidio para satisfacer su “adicción” (pág. 
76). Se las juzgó desde la imagen que los jueces y juezas trazaron desde su despacho, cuando lo que se 
debía juzgar era una acción que, por otra parte, no se probó. Tanto es así que se afirma: “Solo me resta 
hacer referencia a que si bien no existe prueba directa que acredite la autoría de los encartados respecto 
del hecho investigado, sí hay prueba de carácter indiciaria suficiente para consolidar un estado de certeza 
sobre el hecho investigado y sus autores” (pág. 74).

7	 CSJN, “Rojas Lucía Cecilia s/c ausa nº 340/2010”, sentencia 17 de marzo de 2015.
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Asociación Pensamiento Penal, a través de su Observatorio, se presentó como amiga del tribunal8 y 
empezamos a trabajar en la difusión de la causa en los medios nacionales. Meses más tarde, la CSJN 
dejó sin efecto la sentencia del STJ Misiones en virtud de la doctrina “Casal”. Como sucedió con 
Cecilia Rojas, se ordenó dictar un nuevo pronunciamiento.9

La segunda sentencia del STJ Misiones fue dictada 5 de diciembre de 2016. Al igual que su anterior, 
no realizó una revisión amplia de la condena conforme lo ordenado por la CSJN.

Contra esta sentencia, las defensas volvieron a presentar recursos extraordinarios, que fueron conce-
didos el 15 de diciembre de 2017.

La causa llegó por segunda vez a la CSJN. Allí Innocence Project, Asociación de Mujeres Penalistas de 
Argentina, el Instituto Nacional de la Mujer y el Centro de Estudios Legales y Sociales se presentaron 
como amigos del tribunal en la misma línea que la Asociación Pensamiento Penal.

Con fecha 12 de septiembre de 2018, se corrió vista a la Procuración General de la Nación. Luego de 
un año, el 2 de octubre de 2019 el procurador interino dictaminó que los recursos debían rechazarse.10 
Según su postura, no se advertía vulneración a garantía alguna.

Finalmente, el 26 de diciembre de 2019, la CSJN, por unanimidad, resolvió absolver a Lucía Cecilia 
Rojas y Cristina Liliana Vázquez por el delito por el que fueran acusadas. Es posible analizar la ab-
solución desde tres ejes: 1) qué significa revisar todo lo revisable; 2) la presunción de inocencia; 3) el 
efecto de los precedentes de la CSJN.

El fallo de la CSJN

El significado de “revisar todo lo revisable”

Para la CSJN el eje del asunto sobre el que debía expedirse era el derecho de las imputadas a recu-
rrir la condena, pero también (y sobre todo) a que esa revisión sea amplia. Agrega que dicha tarea 
debe ser realizada sin que sea necesario que la Corte deba intervenir y tener que “recordar” a los 
tribunales cómo se hace.11

8	 En la presentación mostramos las inconsistencias de la sentencia condenatoria, su confirmación y del pro-
ceso en sí mismo. Disponible en https://www.pensamientopenal.org/wp-content/uploads/2015/09/VAZ-
QUEZ-CRISTINA-AMICUS-OBSERVATORIO-DE-PRACTICAS-DEL-SISTEMA-PENAL-APP.pdf 

9	 CSJN, “Vázquez, Cristina Liliana S/Presentación Varia”, sentencia 12 de abril de 2016.
10	 Al cumplirse un año, Asociación Pensamiento Penal, CELS, Innocence Project Argentina, Asociación Mu-

jeres Penalistas Argentina, el Instituto Nacional de la Mujer, Madres de Plaza de Mayo –Línea fundado-
ra–, Abuelas de Plaza de Mayo, Amnistía Internacional, INECIP, Asociación Civil de Familiares Detenidos 
en Cárceles Federales, Fundación Mujeres por Mujeres, Federación Argentina de Colegio de Abogados, 
AABA, Asociación Miguel Bru, Ate Misiones y La Cantora presentaron un petitorio ante la CSJN para que el 
Procurador interino se expidiera.

11	 CSJN, “Rojas, Lucía Cecilia; Jara, Ricardo Omar; Vázquez, Cristina s/ homicidio agravado”, 26 de diciembre de 
2019, Fallos 342:2319, párr. 5.

Indiana Guereño
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Amparándose en los precedentes “Giroldi” (Fallos 318:514), “Casal” (Fallos 328:3399) y “Duarte” 
(Fallos 318:514), la Corte precisa el concepto de revisión amplia, en los términos de los artículos 75, 
inciso 22, de la Constitución Nacional, 8.2.h de la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
y 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Así, sostuvo que revisar ampliamente 
una sentencia implica que el tribunal que está cumpliendo esa función, “realizando su máximo esfuer-
zo, revise todo aquello que de hecho sea posible revisar”.

Lo posible de revisar es todo aquello que no esté exclusivamente reservado a quienes hayan estado 
presentes como jueces o juezas en el debate oral; es decir, aquellas cuestiones que directamente no 
conocen por no haber estado ahí. Se trata de una “limitación fáctica impuesta por la naturaleza de las 
cosas y que debe apreciarse en cada caso”.12

Revisar todo lo revisable es realizar un examen integral de la sentencia condenatoria de acuerdo a las 
reglas de la sana crítica y de la aplicación de un método racional de reconstrucción histórica.

Esto implica cotejar los diferentes elementos de prueba. Compararlos. Ponerlos en tensión. Hacerlos 
“dialogar”. Así, la mera enumeración de prueba, a través de la mención de las “fojas” donde cada 
elemento se encuentra, en modo alguno cumple con este requisito. Lo mismo ocurre cuando se selec-
ciona una frase de un testimonio sin dar cuenta ni analizar el contexto en que fue dicha.

Por ejemplo, el comienzo de la sentencia condenatoria es una recopilación de elementos de prueba 
con la cita de la hoja correspondiente. En ella no se describe de qué se trata cada uno y cuál es la 
relevancia para la causa. En esos párrafos, descubrimos que se encontraban mencionadas las pruebas 
científicas cuyos resultados demostraban la inocencia de las imputadas. Sin embargo, al estar camu-
flados entre las hojas, y el tribunal de juicio ni siquiera hacer una mención al respecto, el Superior 
Tribunal tampoco se vio en la obligación de revisarlas. Fue recién cuando el caso llegó a la Corte que 
ellas cobraron vigor.

También consiste en evaluar la posibilidad de conocer de cada proveedor de prueba, así como su in-
terés en la causa y su compromiso con las personas acusadas o la ofendida. Por ejemplo, la sentencia 
condenatoria cita partes de testimonios para fundar la culpabilidad de las imputadas sin especificar 
quiénes son esas personas. De ese modo, el Superior Tribunal no analizó que uno de los testigos, que 
se había presentado como investigador privado, en rigor trabajaba como remisero y había sido contra-
tado especialmente por la hija de la víctima.

Continuó la CSJN explicando que cuando en la sentencia en revisión no puede reconocerse el método 
racional reseñado, entonces, no tiene fundamento. Lo mismo ocurre cuando ese método se aplique 
de manera defectuosa; es decir, sesgada, parcial. O cuando no se incorporen todas las pruebas perti-
nentes. También ocurre cuando no se pueda observar la crítica externa y la interna. Además, cuando 
la conclusión a la que se arriba es contradictoria con las etapas anteriores o no se haya aplicado el 
beneficio de la duda.

12	 Ibídem, párr. 6.
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En relación con la sentencia impugnada dijo que no había cumplido con los estándares indicados, ya 
que no había determinado la validez de la construcción de la condena y sus fundamentos.

La CSJN hace referencia a los siguientes puntos nodales:

La sentencia del STJ Misiones omitió examinar la versión de las imputadas sobre su completa ajeni-
dad a los hechos. Desde el primer momento sostuvieron su inocencia.

Respecto de la valoración de la prueba, la sentencia impugnada realizó una construcción argumental 
apartándose de las constancias de la causa. Para decirlo de otro modo, la Corte Suprema afirma que 
se construyó la argumentación en base a una circunstancia fáctica que no ocurrió. Se creyó que quien 
acompañaba a Cristina Vázquez el día del hecho era Cecilia Rojas, cuando, según la declaración en 
juicio de José Silva, era su amiga Celeste García.

Esta interpretación desatiende la prueba producida al no ponderarla ni confrontarla desde la perspec-
tiva del principio de culpabilidad y de la garantía de presunción de inocencia.

Aquí la CSJN pone de manifiesto una mala práctica que venimos detectando en el Observatorio;13 se 
describe parcialmente lo sucedido y no se coteja los dichos de las personas que declaran con la totali-
dad de la prueba ni con la versión brindada por las personas imputadas. En particular, se omitió valo-
rar que no se había demostrado que Cristina Vázquez haya tenido relación con la víctima, más allá del 
hecho de ser vecinas. Menos aún que haya “franqueado” la entrada a esa casa. Tampoco se valoraron 
los peritajes en los que se compararon los cabellos, huellas y rastros levantados en la escena del crimen 
con los pertenecientes a las personas imputadas, todos los cuales dieron negativo. Otra grave omisión 
fue no despejar las contradicciones que surgían de comparar ciertos testimonios. Sobre todo, en rela-
ción con la declaración brindada por quien fue la última persona que fue vista en la casa de la víctima.

En la misma línea, la CSJN dedica varios párrafos a analizar el testimonio que fue valorado en la 
sentencia condenatoria, sus confirmatorias y el dictamen del Procurador General, como clave para 
fundar la culpabilidad de Cristina Vázquez. Se trata de la declaración del testigo Fernando Zdanowicz, 
quien supuestamente dijo en el año 2005 que Cristina Vázquez le habría “confesado el crimen”. Sin 
embargo, los dichos carecían de entidad suficiente como para fundar una condena y, además, el STJ 
Misiones prescindió por completo de la declaración que el mismo testigo efectuó en sentido desincri-
minante en la audiencia de debate oral. En reiteradas oportunidades durante su testimonio dijo que 
no recordaba que Cristina Vázquez le hubiese efectuado una confesión de semejante tenor. Es más, 
dijo que evidentemente lo habían engañado.

La CSJN valoró también las que denomina como “particularidades” del testimonio de instrucción. 
Entre ellas, el hecho que la comparecencia no se encontraba fundada en una previa citación a decla-

13	 Gauna Alsina, F. y Guereño, I. (2019). Atrapadas al derecho. Recuperado de:  http://www.pensamientopenal.
com.ar/doctrina/48995-atrapadas-al-derecho
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rar y la declaración no le fue leída.14 Por último, sostuvo que en la sentencia impugnada no se había 

elaborado una crítica externa ni interna de ese testimonio, ni se había sopesado con otras pruebas.

En relación con la imputación de Cecilia Rojas, la CSJN examina el error ya mencionado fundado en 

interpretar que era ella quien acompañaba a Cristina Vázquez.

Además, valora que el STJ Misiones, ante testimonios contradictorios, optó por privilegiar aquel que 

resultó enfrentado al principio de inocencia y el in dubio pro reo sin justificar por qué lo hizo. Esto 

es muy importante. En el fallo “Carrera” la CSJN sostuvo que, “frente a las lagunas que presentaba 

la reconstrucción de los hechos, o bien ante elementos de prueba ambivalentes”, se debía decidir “las 

dudas” a favor de “la hipótesis de descargo” y no en contra.15

También la CSJN evalúa la validez del testimonio de Esther Bocián desde su compromiso con una 

de las partes interesadas en el resultado del juicio. La declarante, que había dicho que Cecilia Rojas le 

habría confesado el crimen, reconoció tener un vínculo afectivo con la hija de la víctima.

A su vez, se valoró que el STJ Misiones evaluó de distinta manera, según se tratara de testigos de cargo 

o descargo, circunstancias que eran similares, porque optó por comprender la afectación de la memoria 

de los testimonios considerados de cargo, pero no cuando se trató de los testimonios de las personas 

que dicen haber estado directamente con Cristina Vázquez la noche del hecho a kilómetros del lugar.

A modo de síntesis, es posible afirmar que, según la CSJN, el STJ Misiones no revisó el caso en forma 

amplia porque valoró los elementos de prueba sin aplicar las reglas de la sana crítica y solo a la luz de 

la hipótesis de la acusación. En palabras de la CSJN,

las circunstancias expuestas como déficits que presenta la revisión –insuficiente– efectuada por el a quo, 
incumplimiento de ese modo con lo resuelto por este Máximo Tribunal, ponen en evidencia la gravedad 
de lo acontecido en este proceso, donde casi sin esfuerzo, es posible constatar que las versiones de descargo, 
de las acusadas no fueron examinadas con la exhaustividad que el caso exigía.16

Para decirlo de otro modo, cuando personas acusadas brindan “versiones de descargo”, los tribunales 
tienen la obligación de examinarlas con exhaustividad. Es el Estado quien acusa de un delito y quien 
debe llegar a un estado de certeza sobre la culpabilidad capaz de desvirtuar la presunción de inocencia. 
Era el Estado el que debía probar que tanto Cristina Vázquez como Cecilia Rojas fueron las autoras 

14	 Según consta en el acta de debate del día 19 de mayo de 2010, el testigo dijo que fue arrestado para asistir 
en las dos oportunidades en que compareció. Primero al juzgado durante la instrucción y luego al tribunal 
para el debate oral. Semejante  acto de arbitrariedad no le llamó la atención al STJ Misiones.

15	 CSJN, “Carrera Fernando Ariel, s/ causa n° 9398, Recurso de Hecho”. Sentencia de 25 de octubre de 2016. 
considerando 20.

16	 CSJN, “Rojas, Lucía Cecilia; Jara, Ricardo Omar; Vázquez, Cristina s/ homicidio agravado”, párr. 17. El destaca-
do me pertenece.
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para condenarlas. Mucho menos debía exigirles a ellas que probaran su propia inocencia.17 Era el Es-
tado, a través de los tribunales que revisaron la condena, que debía examinar si se había arribado a la 
certeza de culpabilidad. No lo hicieron. Por eso, lo acontecido es grave.

El principio de inocencia

La CSJN tuvo que recordar lo que debería ser básico. Aquello que nos enseñan en profundidad cuan-
do pisamos las facultades de derecho. Pero también lo que sabemos sin saber derecho. Toda persona 
es inocente hasta que se demuestre lo contrario.

En el artículo 18 de la Constitución Nacional se dispone categóricamente que ninguna persona puede 
ser penada sin juicio previo. Esto significa que toda persona debe ser considerada y tratada como ino-
cente de los delitos que se le reprochan, hasta que un juicio respetuoso del debido proceso demuestre 
lo contrario mediante una sentencia firme.

Parece que a veces es necesario decir lo obvio. Sobre todo cuando reparamos en que detrás de cada 
expediente hay personas.

La CSJN recuerda que desde un inicio se refiere a este principio. Para hacerlo, cita un fallo de 1905 
(Fallos 102:219). También explica que se encuentra contemplado en el artículo 11.1 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, en el 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 
en el artículo 14.2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.

En particular, la CSJN expresa que la causa de Cristina Vázquez y Cecilia Rojas

resulta ser un claro ejemplo de un proceso indebido en el que se negó la vigencia del principio de inocencia y 
la aplicabilidad al caso del in dubio pro reo como consecuencia de una sesgada y parcial revisión del fallo.18

Como consecuencia, si no hay un debido proceso, tampoco puede existir el respeto a la garantía de 
la defensa y al derecho a ser oído. Sin esa garantía, afirma la CSJN, no hay posibilidad alguna de ga-
rantizar la presunción de inocencia. Surge, además, como derivación que al valorar la prueba resulta 
imperativo absolver en caso de duda; esto es, in dubio pro reo, porque se parte de la presunción de 
inocencia y no desde la hipótesis de la acusación.

17	 El STJ Misiones en una clara afrenta al derecho de defensa y al principio de inocencia, invierte la carga de 
la prueba al exigir a la parte que demuestre lo que el Estado no hizo. Así sostiene que “CELESTE GARCÍA 
no pudo aportar más testigos que hubieran visto a su amiga CRISTINA en el Hogar, excepto su padre de 
crianza, en un lugar que albergaba a más de 50 chicos, según dichos de PEDRO HORACIO OYHANARTE” 
(fs. 18 sentencia impugnada). Luego afirma que la presencia de CRISTINA VÁZQUEZ en Garupá “no pudo 
ser corroborada por ninguna otra persona, cuando por las características del lugar donde se encontraban, 
debían existir numerosos testigos que corroboren la situación” (fs. 19 sentencia impugnada).

18	 Ídem, nota 16, párr. 19. El destacado me pertenece.
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Aplicando los principios reseñados al caso en concreto, la CSJN fue categórica:

en el contexto argumental en el que han sido expresadas, las valoraciones de prueba señaladas resultan 
difícilmente compatibles con la presunción de inocencia. Por esa razón, no es posible tener por cumplido 
el deber de dar amplio tratamiento a los agravios de las defensas en el marco del derecho al recurso, el 
cual solo ha sido atacado de modo meramente aparente.19

Luego la CSJN relaciona el principio de inocencia con la garantía de la doble instancia, subrayando 
que, en otras oportunidades, ha dejado sin efecto decisiones que prescindieron de explicar racional-
mente la responsabilidad de la persona acusada a partir de pruebas concordantes. Además, en función 
del principio in dubio pro reo debe dilucidarse si, con las pruebas adquiridas en el proceso, puede 
emitirse un juicio de certeza positiva. Circunstancia que, claramente en este caso, no sucedió.

También la CSJN relaciona el principio de inocencia como el reverso de la garantía de imparcialidad 
del tribunal. Ello porque quien juzga, aun frente a un descargo que pudiera estimarse poco verosímil, 
debe mantener una disposición neutral y contemplar la alternativa de inocencia seriamente. Esto 
quiere decir que el tribunal debe examinar la posibilidad de que la hipótesis alegada por la persona 
imputada pueda ser cierta.

En mi opinión, no solo debe examinar la posibilidad de que la hipótesis desincriminatoria sea verda-
dera, sino también controlar que el Ministerio Público Fiscal haya tomado las medidas pertinentes 
para corroborarla. Desde mi punto de vista, constituye una obligación estatal proveer prueba al res-
pecto. Y, por supuesto, nunca exigírsela a las propias personas acusadas.

Veamos lo que ocurrió con Cristina Vázquez. Desde el inicio ella dijo que la noche del hecho se encon-
traba en Garupá, a ocho kilómetros del lugar, junto a su amiga Celeste García. Ambas, sin incurrir en 
contradicciones en todas las veces que declararon, coinciden en que a la tardecita del día 27 de julio de 
2001 fueron desde la casa de Cristina hasta la de Celeste en colectivo y allí pasaron la noche. El padre 
de Celeste declaró en el juicio en el mismo sentido.

¿Quién debía probar esa circunstancia? Tanto el tribunal de juicio como el STJ Misiones le exigió la 
evidencia a la propia Cristina Vázquez, invirtiendo de ese modo la carga de la prueba. Era el Ministerio 
Público Fiscal quien tenía el deber y los medios para corroborar esa hipótesis. ¿Cómo? Citando a declarar 
a las otras personas que estuvieron esa noche con ellas en Garupá, chequeando si era posible que hayan 
tomado el colectivo, interrogando a quien conducía la línea, por mencionar algunos ejemplos.

Hagamos un ejercicio contrafáctico. ¿Qué hubiera pasado si la fiscalía se hubiera esforzado por che-
quear rápidamente los dichos de las personas imputadas? ¿Hubiera podido encontrar a quienes real-
mente cometieron el homicidio? No lo sabemos. Sobre lo que sí tenemos certeza es que otra hubiera 

19	 Ibídem, párr. 21.
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sido la historia. Esto también contribuye a la gravedad del caso porque además de encarcelar durante 
más de una década a personas inocentes, deja impune un homicidio. ¿Quiénes lo cometieron? Al día 
de hoy, la respuesta es una incógnita.

El efecto de los precedentes de la CSJN

Podemos afirmar sin temor a exagerar que, en su segunda sentencia confirmatoria de la condena, el 
STJ Misiones desobedeció a la CSJN.20 Tanto es así que la resolución reproduce en forma literal párra-
fos y hasta páginas completas sin explicitar que se trata de razonamientos pertenecientes a la primera 
sentencia confirmatoria e incluso a la sentencia de condena.21

Ante ello, la CSJN al referirse a este punto comenzó diciendo que consideraba “conveniente y necesa-
rio recordarle” al STJ Misiones el “diseño constitucional” por medio del cual la “Corte Suprema es el 
tribunal en último resorte para todos los asuntos contenciosos en que se le ha dado jurisdicción […] 
Sus decisiones son finales. Ningún tribunal las puede revocar”. Por lo que,

sus sentencias deben ser lealmente acatadas tanto por las partes como por los organismos jurisdiccionales 
que intervienen en las causas [y] todos los tribunales nacionales y provinciales tienen la obligación de 
respetar y acatar la doctrina que resulta de sus decisiones.22

Tal es la gravedad que la CSJN no solo le “recuerda” al STJ Misiones cómo es el diseño constitucional, 
sino también decide no reenviar la causa al ámbito provincial una vez más. Asegura que “ello impli-
caría continuar dilatando una situación de indefinición reñida con el derecho de defensa y el debido 
proceso”23 y se traduciría en “la lesión de otro derecho”, cual es el que se defina, por fin, su situación.

Para dimensionar la importancia de esta decisión, basta leer el último considerando de la CSJN:

toda vez que a esta altura del trámite de la causa aún no ha sido dictada una decisión que trate de modo 
compatible con el debido proceso la hipótesis de los hechos presentada por las defensas de Lucía Cecilia 
Rojas y Cristina Liliana Vázquez –vinculada con la inocencia en el delito que se les atribuye– y dado 
que el análisis parcial e incongruente del caso resulta incompatible con la necesaria certeza que requiere 
la sanción punitiva adoptada, corresponde que este tribunal haga uso de las facultades establecidas en la 

20	Bovino, A. (2019) “Lo paradójico es que cuanto más grave son las irregularidades, más energía confir-
matoria de esas barbaridades parecen tener los jueces”. La Corte Suprema absolvió a Cristina Vázquez. 
Recuperado de http://nohuboderecho.blogspot.com/2019/

21	 El STJ de Misiones utiliza frases copiadas y pegadas literalmente, haciéndolas propias cuando no lo son. Un 
análisis detallado puede consultarse en http://www.observatorioapp.org/2019/07/las-claves-de-la-ino-
cencia-de-cristina-vazquez/

22	 Ídem, nota 16, párr. 23.
23	 Ibídem, párr. 24.
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segunda parte del artículo 16 de la Ley 48, absolviendo a las imputadas en tanto el principio in dubio 
pro reo permite arribar a una solución que, en forma tardía, pone fin a la injusticia con dos personas que 
se encuentran privadas de su libertad sin sentencia firme, en el caso de Rojas desde hace más de catorce 
años y, en el caso de Vázquez desde hace más de once años. Al mismo tiempo impiden que se consoliden, 
sin solución de continuidad, las consecuencias dañosas de un proceso deficiente. Es en este sentido, que 
debe entenderse el “pro reo” aplicado al caso, como modo de modificar el estatus jurídico de las acusadas 
de modo inmediato, aunque no por ello reparar los padecimientos soportados.24 

En un reconocimiento explícito sobre lo indebido y deficiente del proceso, la CSJN decide poner fin 
a lo que denomina una “injusticia”. Así ordena que ambas recuperen su libertad.

También reconoce que esta decisión no podrá reparar los padecimientos soportados. Es que nada 
podrá repararlos en la medida en que el propio Estado no trabaje seriamente en las responsabilidades 
de quienes llevaron adelante semejante accionar. Sometidas a proceso desde el 2001. Privadas de su 
libertad durante más de una década. Sin pruebas. Sin tribunales que revisen integralmente las deci-
siones. Tampoco podrá repararlos si quienes son absueltas, en estos términos, son obligadas a litigar 
contra el Estado mediante un juicio de daños y perjuicios que puede durar décadas. Es necesaria una 
ley de reparación integral inmediata. Es el Estado el que cometió un error. Es su responsabilidad. La 
ley debería contemplar no solo una indemnización pecuniaria para la persona imputada. También el 
acceso al trabajo digno, a la vivienda, a un tratamiento psicológico acorde a la violencia institucional 
sufrida. Además, el Estado es responsable por el sufrimiento de la familia.

A modo de conclusión

La sentencia de la CSJN que absuelve a Cristina Vázquez y Cecilia Rojas es histórica y contundente. 
Marca doctrina sobre el significado de la obligación de los tribunales de revisar todo lo revisable. Tam-
bién explica el principio de inocencia y explicita el efecto de sus precedentes.

Reconoce que se trató de un proceso grave e injusto. La misma justicia que las llevó al laberinto penal 
dijo aquello que siempre supimos. Para ellas, llegó tarde.

Esperamos que marque un antes y un después para otras historias. Para que no vuelvan a suceder 
“tesoros, inocencias que no ves”.25

24	 Ídem, nota 16, párr. 26.
25	Solari, C. (2004). El tesoro de los inocentes, El tesoro de los inocentes (Bingo Fuel), Distribuidora Belgrano 

Norte S.R.L.
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